Carátula 


(Ingresa a Sala un grupo de ex presas políticas) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado da la bienvenida a las 
señoras Beatriz Benzano, Lucía Arzuaga, Silvia Sena, Isabel Pereira y Antonia Yáñez, integrantes de 
un grupo de ex presas políticas. 


Si no me equivoco, ustedes asistieron a la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda 
en oportunidad de discutirse el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, donde se les aconsejó que solicitaran una audiencia a esta Comisión para hacer su 
planteo. 


Informo a la Comisión que la Carpeta N* 1015/2012 refiere al tema que van a plantear 
nuestras invitadas. 


SEÑORA BENZANO.- Somos un grupo de 28 ex presas políticas que hicimos una denuncia penal en 
un Juzgado de Montevideo por violencia sexual y torturas. Comenzamos a reunirnos en setiembre de 
2010, pero después de que nuestros abogados presentaron el escrito en el Juzgado tuvimos una 
experiencia bastante lamentable ante la Justicia porque hemos visto las carencias de todo tipo que 
existen, tanto de personal como de recursos materiales y tecnológicos. 


A partir de esa experiencia y de conocer muy de cerca el estado de nuestra Justicia es que 
estamos golpeando distintas puertas pidiendo más Justicia. Al mismo tiempo, estamos defendiendo 
tres derechos que nos parecen fundamentales. Por un lado, el derecho al acceso efectivo a la Justicia, 
porque vemos que no van a concluir nunca los juicios por violaciones a los Derechos Humanos durante 
el terrorismo de Estado, como tampoco los de aquellos que actualmente también ven violados sus 
Derechos Humanos. 


Asimismo, defendemos el derecho a la protección y a participar en todas las instancias 
judiciales. Estos derechos, como muchos otros, están estipulados y expresados en tratados 
internacionales -por ejemplo, el Estatuto de Roma- en resoluciones de la Asamblea de las Naciones 
Unidas, etcétera. 


Como decía, queremos hacer un planteo a los señores Senadores sobre el estado actual de 
la Justicia en general. Vemos que es necesaria una mayor y mejor Justicia; para ello resulta imperiosa 
la creación de más cargos de jueces, fiscales y operadores judiciales. 


En el caso de las situaciones de violación de los Derechos Humanos durante el terrorismo de 
Estado, pedimos -como en otras instancias en que hemos tenido oportunidad de hablar del tema, 
incluso con algunos de los señores Senadores aquí presentes- que se creen un Juzgado y una Fiscalía 
especializados en Investigación y Seguimiento de Crímenes de Lesa Humanidad cometidos en esta 
etapa. A ese respecto, solicitamos que se les asignen los recursos humanos, materiales y tecnológicos 
necesarios. 


En cuanto al presupuesto a destinar al Juzgado, el problema se puede solucionar con la 
transformación de cargos. Para la creación de esa Fiscalía o Centro de Apoyo -como la llama el Fiscal 
de Corte- el propio fiscal ha dicho que ya están los recursos presupuestales. Es más, se le dio un 
refuerzo presupuestal en la presente Rendición de Cuentas; solo se necesita aprobar una ley con un 
único artículo. 


Con respecto a los candidatos a ocupar esos cargos, pensamos que es importante el perfil 
del aspirante. Consideramos de suma importancia que para los cargos en el Juzgado y en la Fiscalía 
Especializados se tenga en cuenta el perfil, como se hace en el caso de los relativos al crimen 
organizado, haciendo un llamado a los operadores judiciales, jueces, fiscales, abogados, receptores de 
denuncias -que juegan un papel muy importante; nos hemos dado cuenta de esa realidad a lo largo de 
esta experiencia que estamos teniendo- interesados en ocupar el cargo y seleccionarlos por méritos, 


capacitación y sensibilidad al tema. En base a nuestra experiencia, sabemos que no cualquiera sabe lo 
que se vivió en el Uruguay en los años sesenta, setenta y ochenta, y que tampoco están capacitados 
en la cuestión de género y para escuchar, sobre todo en nuestro caso. 


Pensamos que Uruguay está obligado a formar jueces y fiscales por la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gelman. También debería hacerlo en el caso de los 
militares, pero ese es otro tema. 


Entendemos que la capacitación debe ser seria. Conversamos con un integrante de la 
Suprema Corte de Justicia y nos dijo que dictaron un curso en setiembre, pero parece que fue bastante 
pobre y que no se tocaron los puntos más importantes, relativos a Derechos Humanos y Derecho 
Penal Internacional para que, al fin, jueces, fiscales y todos los operadores judiciales estén 
interiorizados y apliquen la jurisprudencia y la legislación internacionales sobre los temas pertinentes. 
Creemos que la formación puede ser impartida por expertos nacionales o internacionales y debe ser un 
requisito esencial, tanto para ocupar el cargo, como para cualquier ascenso. 


Por otro lado, queremos proponer y dejar en esta Comisión un proyecto de ley de creación 
de Juzgado y de Fiscalía Especializados redactado por nuestro abogado, el doctor Federico Álvarez 
Petraglia, que además contiene sus comentarios. Las herramientas para poner en práctica esta 
iniciativa no tendrían costo y es interesante lo que plantea el doctor Álvarez Petraglia. Entre otras 
cosas, refiere a la figura del querellante -que ya existe en la legislación uruguaya con respecto a la 
prensa- defendiendo el derecho de la víctima a la participación activa en todas las instancias judiciales, 
lo que nos parece muy importante. 


Justamente, como la Comisión está trabajando en la reforma del Código Penal, queremos 
pedir que se incluyan en esa normativa los crímenes de lesa humanidad cometidos durante el 
terrorismo de Estado y también se sancione y castigue la violencia sexual, de acuerdo con la gravedad 
que tiene en sus formas y en sus efectos como delito contra la integridad sexual, y no se la invisibilice 
ni minimice más incluyéndola en otras conductas delictivas como homicidio especialmente agravado, 
como sucedió con el homicida y violador de Natalia Martínez; no se menciona la violación, como si 
fuera un delito menor. De hecho, creo que en nuestra cultura patriarcal la violación no es considerada 
un delito mayor, como lo sabemos nosotras por la experiencia vivida. Entonces, repito: pedimos que no 
se la incluya en otras conductas delictivas y que tampoco se la banalice con eufemismos como 
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“atentado violento al pudor”, “a las buenas costumbres” o “al honor”, que no dicen nada. 


Ese es el planteo que queríamos realizar, defendiendo el derecho a un acceso efectivo a la 
Justicia, que esperamos tengan en cuenta. 


Les agradecemos por habernos recibido. 


SEÑORA ARZUAGA.- Me gustaría complementar un poco la contextualización de por qué pedimos 
esta entrevista. 


Nuestro grupo pensó que por primera vez iba a acceder a la Justicia, porque cuando nos 
procesaron no habíamos accedido a ella. La verdad es que tuvimos una experiencia muy mala en la 
sede de la Justicia. Nos encontramos con un juez que no tenía la menor idea de lo que había pasado 
en el país y con una fiscal que preguntaba, por ejemplo, “¿Y para qué te hacían eso? ¿Qué querían 
que dijeras?”. Se trataba de personas de mi edad, o sea que estaban en la Universidad en el mismo 
momento en que yo fui detenida. Nos resultó muy difícil hacerles entender el contexto. Declaramos las 
veintiocho. Lloramos, porque no en vano tuvieron que pasar 30 años para poder hablar de algunas 
cosas. Cuando terminamos de declarar nos cambiaron de juez y vino una jueza. En ese momento 
pasaron a declarar los testigos y, al leer la transcripción del actuario, nos dimos cuenta de que, en 
realidad, resumía lo que nosotros decíamos. En mi caso particular, iba llenando, al costado, la 
declaración con una lapicera porque, reitero, él hacía como un resumen donde se perdía el contexto. El 
actuario tampoco estaba capacitado para hacer esa tarea. Además, nos llamó mucho la atención que 
cuando dijimos que no era lo mismo que el juez escuchara de primera mano y después se fuera, la 
jueza nos pidió si podíamos conseguir un MP4 o un grabador para grabarnos. Nos asombró muchísimo 


que la Justicia les pidiera a los que hacen una denuncia que llevaran un MP4 y un grabador. A su vez, 
nos pasaron otras cosas como, por ejemplo, encontrarnos en la misma sala de espera con quienes nos 
torturaron. Luego nos pidieron una pericia psiquiátrica lo que, en algunos casos, implicó revictimizarnos 
porque nadie puede demostrar luego de treinta años que fue violada. Por ejemplo, nos preguntaron el 
grado de penetración, nos pidieron que describiéramos el tolete e, incluso, se dijo que si se había 
utilizado este tolete no se consideraba violación. La verdad es que sentimos que no estábamos 
teniendo acceso a la Justicia. Creemos que nuestra denuncia es importante y necesaria porque 
demuestra que el abuso sexual y la violencia sexual fueron una práctica generalizada en el país 
durante el terrorismo de Estado. Decimos esto porque en esta denuncia hay mujeres que cayeron en el 
período que va de 1972 a 1983, pertenecientes a diferentes organizaciones políticas y en distintos 
puntos del país. 


Llegó un momento en que pensamos que no íbamos a acceder a la Justicia, pero creemos 
que debemos hacerlo de todos modos por las generaciones venideras, por nuestros hijos, para que 
sepan lo que pasó. Cuando llegamos a la Justicia y nos dimos cuenta de sus carencias, pensamos que 
como sociedad civil teníamos la obligación de llegar a los Legisladores y al Estado para pedir cambios. 
Queremos ayudar para que haya una Justicia más efectiva. Aclaro que no lo hacemos sólo por 
nosotras sino por todo el país y por la gente a la que le están violando sus Derechos Humanos. 
Nosotras leíamos lo que escribía el actuario y lo corregíamos, y eso nos hizo pensar qué le pasaría a 
aquellas mujeres que veíamos allí, acompañadas de cinco o seis niños. Nos preguntábamos si el 
actuario habría escrito lo que quería y luego cuál habría sido el resultado de la declaración. 


SEÑORA SENA.- No quisiera abundar en el tema porque ya han hecho uso de la palabra mis 
compañeras, pero creo que lo importante es destacar -y lo hemos comprobado luego de haber hecho 
nuestro recorrido- que hay un gran desconocimiento por parte del sistema político en lo que tiene que 
ver con el funcionamiento y las herramientas que tiene el Poder Judicial para poder actuar. Tanto los 
señores Senadores como nosotras sabemos que una democracia no se construye solo desde la 
política, sino también con las herramientas que se da la sociedad para que eso realmente funcione. 
Muchos de nosotros creemos que la impunidad es algo que está en nuestra sociedad y que todavía no 
ha remitido. Pido por favor que no tomen esto como una cuestión de venganza porque lo que 
pretendemos es que la Justicia pueda llegar a esclarecer una cuestión que fue el resultado del accionar 
político de una minoría en el país, totalmente arbitraria e impune. Esto hoy incluso mella las 
instituciones y nuestras propias cabezas porque cuando llegamos a la Justicia vemos que los jueces 
no conocen un período histórico de este país en el que desaparecieron las Cámaras y la posibilidad de 
hablar, que en este momento utilizamos. Eso fue lo que sucedió con el juez que nos tocó a nosotras, 
aunque no sabemos qué sucedió con los demás. Todos sabemos que Presidencia de la República 
mandó hacer investigaciones respecto al período que se vivió, pero ellos no las conocen y no hay 
cómo hacérselas llegar. Lo cierto es que tenemos las herramientas como para ilustrarlos y hacer que el 
Poder Judicial, o los que tienen en sus manos la posibilidad de juzgar algunas cuestiones, pueda 
conocerlas. Entonces, se nos ocurrió hacer este periplo con el objetivo de informar sobre lo que nos 
estaba sucediendo y poder solucionar algo. Seguramente a la Justicia también llegan personas con 
menores recursos, formación y posibilidades de hacer sentir lo que están viviendo. En lo personal, con 
mi denuncia me sucedió que en una segunda instancia habían puesto cosas que eran mentiras, 
erróneas y que tuve que corregir porque se estaba acusando a una persona que yo no había acusado. 
Por lo tanto, estamos hablando de errores muy graves. Además, es difícil entender que nos hayan 
pedido un MP4 porque el Poder Judicial no tiene dinero para comprarlo. También nos sucedió 
encontrarnos en la puerta con un grupo de militares; creemos que no deberían intimidarnos así, porque 
su presencia evidentemente causa ese efecto. Luego de treinta años, aún nos vemos afectadas por 
esa situación y por las condiciones en las que tuvimos que declarar. Hay países en los que todo esto 
ha sido saldado; por ejemplo, Argentina ha hecho mucho en este sentido. 


Sabemos que se trata de voluntad política; también sabemos que hay pocas herramientas y 
que es necesario contar con un MP4 para que los Jueces instruyan. Cuando uno ve esos elementos, 
se pregunta cómo esto no sucede en un país que está en vías de desarrollo tecnológico, insertándose 
en un mundo distinto, donde la tecnología está al alcance de la mano. A uno le gustaría saber por qué 
estas cosas no se solucionan. 


Decimos esto para que se sepa la historia porque no se construyen instituciones sin historia. 


SEÑORA BENZANO.- Quisiera aclarar lo ocurrido con el MP4. En una entrevista con la jueza, ella nos 
preguntó si podíamos conseguir un MP4 o una videocámara. Por supuesto que ella podía pedirlo, pero 
podían transcurrir dos o tres meses antes de que le concedieran el pedido. Quiero destacar que ella 
mostró buena voluntad porque, al final, dijo que ella misma, como tenía práctica, podía tomar nota. 


Durante todo este proceso nos dimos cuenta de la importancia que tiene el receptor, según lo 
denominan en la Justicia. En lo personal, me tocó una receptora que escribió cualquier cosa. Después 
de haber estado una hora concentrada en las preguntas que me hacía el juez, me dieron a leer lo que 
la receptora había escrito en la computadora. No se entendía absolutamente nada. Había que hacerlo 
todo de nuevo, y yo quería morirme. Corregí algo muy importante, pero confié en que el juez, como 
había hecho las preguntas, recordaría las respuestas. Pero, como recién explicaba la señora Arzuaga, 
cambiaron al juez, que fue quien oyó de primera mano todo ese dolor. Él no podía creer; se le salían 
los ojos de sus órbitas. 


Por eso es tan importante la tarea del receptor, además de la existencia de un grabador, que 
es algo elemental para esa tarea. No sé qué puede hacer el juez con esas cosas tan mal escritas, 
puesto que no se entiende y no sirve para nada. Como recién decía, eso cumple un papel 
importantísimo. 


He trabajado mucho en violencia doméstica y he acompañado a mujeres. Puedo decir que el 
receptor -no sé de qué manera lo llaman en los Juzgados de violencia doméstica- es quien escribe 
todo, y registra cualquier cosa. A su vez, la gente, que está en un estado emocional muy especial, no 
está para corregir lo que escribió el receptor. Por eso considero que en una cantidad de instancias, de 
cosas concretas, la Justicia es totalmente ineficiente y se vuelve inexistente. 


Nosotros fundamentamos esta entrevista con ustedes en esa carencia terrible de la Justicia. 
En el material que les entregamos, lo explicamos más detalladamente. Los jueces y los fiscales están 
sobrecargados, deben atender todos los asuntos de sus sedes y, además, instruir y resolver los 
procesos por delitos de terrorismo de Estado. 


Quiero resaltar que estos delitos son complejos debido a la pluralidad de víctimas y de 
indagados, porque en la mayoría de los casos hay dificultades probatorias, insume muchos días 
recabar declaraciones -nosotros estuvimos dos meses en eso- y, mientras tanto, el Juzgado y la 
Fiscalía se paralizan. Se trata de temas de difícil abordaje para quien no sabe nada, no quiso saber en 
su momento, o realmente no tiene interés. Entonces, como sucede en varios casos, los expedientes 
“duermen”. 


Es por eso que pedimos más recursos para la Justicia en general, y más cargos de jueces, 
fiscales y defensores públicos, que también son muy importantes para defender a todos los que están 
presos y no tienen medios económicos para contratar a un abogado en forma particular. 


SEÑORA PEREIRA.- Buenas tardes a todos. 


Reafirmando lo que las compañeras dicen, quiero hacer mención al proceso relacionado con 
las dificultades que, como mujeres, hemos tenido para explicitar las situaciones de violencia sexual. 
Además, deseo reafirmar el hecho de que vivimos en una sociedad en la que cuesta muchísimo decir 
las cosas, nombrarlas y relatarlas como suceden. Por ejemplo, cuando se habla de atentado violento al 
pudor o de situaciones similares, se están enmascarando hechos que tienen que ver con violencia 
sexual. Por esa razón, el tema de la elección de las palabras no es menor, y debe haber una instancia, 
un lugar y un interlocutor, alguien que no solamente tenga suficiente calificación como para poder 
escuchar, sino también para ordenar y, de alguna manera, generar la posibilidad de que el denunciante 
pueda organizarse y explicitar la situación de la mejor manera. 


Por esta razón me pareció importante retomar lo que señaló mi compañera Beatriz Benzano 
con relación al conocimiento de quienes reciben las denuncias y las derivan del Juzgado a la Fiscalía 
respectiva. 


SEÑORA MOREIRA.- Ante todo, quiero agradecer la presencia de las personas que integran esta 
delegación, con quienes ya he conversado sobre el tema. 


En lo que a mí respecta, quiero manifestar mi sorpresa y el desconocimiento efectivo por 
parte de algunos señores Senadores -ese es mi caso- acerca del funcionamiento cotidiano y práctico 
de la Justicia. Me refiero a la dificultad que tiene en cuanto a la recepción de las audiencias y de los 
testimonios y a la carencia de instrumentos adecuados o a no disponer de ellos en tiempo y forma. 
Para los integrantes de la Comisión -por lo menos para mí- este es un motivo de perplejidad. 


Por otra parte, quiero señalar que en el último pedido que efectuó la Suprema Corte de 
Justicia en la Rendición de Cuentas correspondiente al Ejercicio 2011 figuraba una solicitud para 
aumento de defensores de oficio y recursos presupuestales -este también había sido incluido en la 
Rendición de Cuentas anterior- a los efectos de que los jueces pudieran tomar cursos en materia de 
Derechos Humanos. Estos pedidos presupuestales fueron atendidos en forma parcial, por lo cual es 
importante que representantes del grupo de ex presas políticas acudan a estos ámbitos para reforzar la 
idea de que la Justicia necesita más recursos presupuestales, tanto para la capacitación de sus 
operadores a todo nivel, como para el incremento en el caso de los defensores de oficio. 


En lo que tiene que ver con este último curso que se ofreció a los jueces, la Institución 
Nacional de Derechos Humanos no fue convocada para participar en él. Por lo tanto, aprovecho esta 
oportunidad para dejar sentada la sugerencia de que la Justicia, sobre todo ahora que disponemos de 
una Institución Nacional de Derechos Humanos funcionando a pleno, se ocupe de hacer esfuerzos en 
forma conjunta para que la capacitación en esa materia sea aprovechada por ambos. 


La delegación ha manifestado distintas carencias con relación a la Justicia. En particular, 
llama poderosamente la atención la falta de formación histórica básica por parte de los jueces en lo que 
tiene que ver con la historia política del Uruguay. De acuerdo con lo que habíamos conversado antes 
de esta comparecencia, las representantes me manifestaron que en algunos casos los jueces no 
entendían bien la circunstancia política del momento, lo cual llama bastante la atención, si bien es 
cierto que las cuestiones sobre la historia reciente a nivel oficial son bastante recientes y que existe 
una especie de convenio entre la Suprema Corte de Justicia y la Facultad de Humanidades y Ciencias 
de la Educación para que la Universidad de la República proporcione información histórica cuando 
aquella la solicite. A este respecto, quisiera saber si ese convenio entre la Suprema Corte de Justicia y 
la Universidad de la República -o, por lo menos, quienes estaban encargados del “Libro Blanco” de los 
derechos humanos; creo que es la cátedra de Álvaro Rico- está funcionando y si piensan que hay algo 
que podamos hacer para reforzarlo. Esto refiere específicamente a la capacitación de los operadores 
jurídicos sobre el período histórico. Independientemente de eso, parecería que hay carencias más 
profundas, porque un receptor que saca mal la transcripción de un testimonio es malo para los 
Derechos Humanos y para el conjunto de la sociedad. Nosotros estamos acostumbrados a contar con 
versiones taquigráficas extremadamente puntillosas, elaboradas por nuestros taquígrafos y 
contrastadas con la grabación, por lo que nos resulta impensable una democracia funcionando 
adecuadamente sin una transcripción testimonial fiable y en tiempo. Por lo tanto, este planteo me 
parece de recibo. 


Tengo la impresión de que nos están trasmitiendo cierta falta de sensibilidad del sistema frente 
a personas que hace muchos años están ofreciendo su testimonio en distintas comparecencias y ante 
distintos jueces. Por el testimonio que aquí han vertido, parecería que el trato fue bastante inhumano. 


Por otro lado, además de traer esta preocupación por mejorar los recursos para la Justicia, 
vienen con una propuesta positiva. El proyecto propone la creación de un Juzgado y de una Fiscalía 
especializados en la investigación y en el seguimiento de los crímenes de lesa humanidad durante el 
terrorismo de Estado, así como la asignación de los recursos humanos, materiales y tecnológicos. 
Entiendo que la propuesta concreta que está haciendo la delegación apunta a la capacitación que, 
necesariamente, todos los jueces, fiscales y defensores deberían tener en cuanto a las referencias 
históricas. Esto me hace acordar a la capacitación sobre violencia doméstica que se brindó al sistema 
judicial. Además, creo que también es necesaria la capacitación para abordar los tratados, los 
convenios internacionales y las normas. En fin, sé que para implementar la ley sobre violencia 
doméstica fue necesaria, incluso, una capacitación del Banco Mundial para ilustrar a los operadores 


jurídicos. Recuerdo que la actual Presidenta de la Institución Nacional de Derechos Humanos, la 
señora Mariana González, estuvo a cargo de la capacitación de jueces en cuestiones de violencia 
doméstica. Me parece que esta capacitación requiere mucho tiempo y no pueden ser solamente uno o 
dos cursos. Además, hay que sensibilizar a una parte del sistema judicial para que trabaje con temas 
que son relativamente nuevos. Es decir, la violencia doméstica, por más que es un asunto muy viejo, 
resulta nuevo para los operadores jurídicos; lo mismo sucede con el tema de los Derechos Humanos. 


Agradezco a la delegación que haya venido a plantear este tema y comprometo mi esfuerzo 
para que, por lo menos en esta Comisión, avancemos en este tema que nos presentan. 


SEÑORA SENA.- Respecto a la pregunta planteada por la señora Senadora Moreira sobre el convenio 
entre la Universidad y no sé si exactamente con la Suprema Corte de Justicia o la Presidencia, aclaro 
que está vigente. Es un convenio que se renueva anualmente en la medida que atiende, sobre todo, 
situaciones de desapariciones y asesinatos, pero no denuncias por tortura, porque al parecer la tortura 
no se consideraría un delito de lesa humanidad. Ese convenio está vigente y una de las cuestiones que 
planteamos es la posibilidad de ampliar la competencia a la Comisión de Seguimiento para que se 
pueda extender la investigación. Ellos están contestando oficios respecto a estas situaciones cuando 
se los consulta, pero con respecto a detenidos desaparecidos y asesinados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a plantear algunas inquietudes. ¿Hablaron con la Suprema Corte de 
Justicia? ¿Qué les dijo? 


En segundo lugar, cuando ustedes testificaron -oportunidad en la que también había militares 
que pudieron haber tenido que ver con apremios o delitos sexuales con respecto a ustedes- ¿fue en la 
segunda instancia? ¿Cuándo se dio? Supongo que no se dio en la primera comparecencia porque 
recién ahí se estaba dando la información. 


La tercera consulta refiere a lo siguiente. Cuando señalan que la Justicia no está preparada 
-algunos de los relatos que ustedes hacen realmente sorprenden- lo dicen con respecto al tema de los 
Derechos Humanos y el contexto de la época, o al tema de los Derechos Humanos vinculado a los 
delitos sexuales. Este es un asunto que en nuestra sociedad nunca se pudo hablar de frente y, en 
estos casos, se victimiza a las víctimas dos veces porque la persona que fue torturada, más allá del 
dolor que ello implica, en cierta medida tenía la aureola de haberse opuesto al régimen. Los delitos 
sexuales, tanto a mujeres como hombres -que también los hubo- conforman un aspecto que a la 
sociedad en su conjunto le cuesta digerir. En síntesis, la pregunta concreta es si ustedes creen que 
hay un desconocimiento de la época en relación a los Derechos Humanos, a los delitos sexuales o, lo 
que es más grave, a ambas cosas. 


SEÑORA ARZUAGA.- En lo que a mí respecta voy a contestar las dos últimas preguntas y dejo la 
primera para que la responda Beatriz Benzano, que es quien fue a la entrevista. 


Con respecto a la segunda pregunta, no es que hayamos estado en el mismo lugar con los 
que nosotros denunciamos -aunque se supone que cuando ellos vayan, existe la posibilidad de que 
nos hagan careos- pero sí había otros militares. Por ejemplo, fui la primera en declarar -eso fue en el 
mes de marzo- y ese día estaba el asesino de Julio Castro. En varias oportunidades sucedió que 
coincidimos con militares que habían sido citados por otros jueces, como Mariana Mota. La sala de 
espera es muy pequeña y, aunque parezca inconcebible, nos sigue dando miedo estar en el mismo 
lugar y ellos, además, se toman la libertad de decirnos cosas como “Siguen acá; de haberlo sabido 
hubiéramos hecho las cosas más rápido”, que equivale a decir que nos hubieran matado y no hubieran 
perdido tanto tiempo. Evidentemente, saben perfectamente quiénes somos. Una de las cosas que 
nosotros consideramos es que no pueden estar en ese lugar junto con nosotros. 


Con respecto a la última pregunta, el desconocimiento tiene que ver con toda la época. La 
denuncia que nosotros presentamos refiere a las dos cosas: violencia sexual y tortura, aunque la 
violencia sexual es una forma de tortura. Como dijo el señor Presidente de la Comisión, es muy difícil 
considerar la violencia sexual en nuestra sociedad; cuando a una mujer le pasa algo siempre surge lo 


” « 


de “algo habrá hecho para que le pasara eso”, “se habrá puesto una minifalda” o “algo habrá hecho y 


por eso la violaron”. En el caso de las mujeres militantes pasa algo similar: algo habíamos hecho. En 
realidad, hicimos cosas que estaban permitidas para los hombres pero no para las mujeres; en ese 
sentido, fuimos un poco botín de guerra. 


El desconocimiento que ellos tienen refiere a lo que sucedió durante los años de dictadura en 
este país. El juez me preguntó cuántos años tenía y resultó que tenía uno más que yo, sin embargo, 
decía: “Pero, ¿en el 83 pasó eso?” En ese año yo cursaba quinto de Facultad de Medicina, y pienso 
que él estaría egresando de la Facultad de Derecho, pero no se enteró de lo que pasaba en 1983 ni en 
los años previos. Primero dijo que eso se debía a que había vivido en el interior, pero para estudiar se 
tuvo que trasladar a Montevideo porque no había Facultades en el interior. Entonces, no es que no 
supieran de los temas de violencia sexual sino que ni él ni la fiscal conocían el tema. Todo el tiempo 
había que explicarles el contexto histórico, que en 1983 ya se había hecho el plebiscito, que habían 
pasado las elecciones internas de los partidos políticos y el acto del 1% de mayo, y que habían 
comenzado las conversaciones por lo que ese último golpe fue innecesario. Sin embargo, no sabían de 
qué les estábamos hablando. Tampoco sabían que en 1984 habían matado a Roslik y decían: ¿En 
1983 pasaban estas cosas? En realidad, siguieron pasando. No podemos creer que un universitario, 
un juez, no tenga la menor idea. Yo soy médica pediatra y si tengo un paciente con una patología que 
desconozco, estudio como una loca e igual me paso sin dormir durante cuatro días. De la misma 
manera, si él tiene un caso de Derechos Humanos y no sabe lo que pasó en este país, ¿cómo no 
recurre a donde pueda informarse y estudiar? No lo sabemos. 


SEÑORA BENZANO.- Antes de hablar sobre el tema de la Suprema de la Corte de Justicia quiero 
referirme al comentario de la señora Arzuaga. La experiencia que tuvimos fue en la primera instancia 
durante nuestras declaraciones y después, cuando acompañamos a nuestros testigos; estábamos con 
ellos, al lado de los represores, en el mismo lugar. Por suerte pudimos hablar con la jueza e 
inmediatamente nos ofreció una solución precaria, como es todo lo de la Justicia. En el mes de marzo 
nos morimos de calor en ese espacio tan chico. El otro día concurrí al Juzgado y tuve que subir al 
quinto piso por las escaleras porque hay un solo ascensor que no para en todos los pisos. Es más, uno 
de los testigos tiene 92 años, padece una serie de problemas de salud y tuvo que ir en el ascensor 
hasta el 4” piso y luego subir por las escaleras hasta el 5”. La jueza rápidamente buscó una cierta 
solución y nos propuso que esperáramos en el boliche de enfrente, pero sabiendo lo que es el 
ascensor, que es imposible de tomar, que hay que ir con mucho tiempo para hacer la fila, le dijimos que 
lo mejor sería que ellos esperaran del lado del ascensor, y en eso quedamos. 


Las víctimas tenemos el derecho a no estar expuestas a confrontaciones de este tipo ni a 
comparecer al lado de ellos, tal como se establece en las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la 
Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad. Tuvimos una entrevista con uno de los 
integrantes de la Suprema Corte de Justicia, doctor Pérez Manrique, quien nos habló de esos derechos 
y nos envió esas cien reglas. Llegamos a él a través de Mujeres de Paz, con Belela Herrera, porque a 
partir de un Encuentro de Mujeres de Paz que se realizó en Caracas, en 2010, vimos, analizamos y 
estudiamos varias resoluciones de las Naciones Unidas en las que instaban a los países a poner fin a 
la impunidad y a sancionar los delitos de violencia sexual cometidos contra mujeres, niñas y 
adolescentes. A partir de ese momento vinimos con la idea de hacer algo para poner fin a la impunidad 
y denunciar la violencia sexual que habíamos sufrido. 


Nosotras también hicimos un largo proceso y nos fuimos dando cuenta de la gravedad de los 
hechos. La desnudez forzada, expuesta a las miradas de ellos fue algo generalizado; todas pasamos 
por ello. Este era el principio de la tortura; era algo que ya estaba planificado. 


Respecto a la pregunta planteada por el señor Presidente de la Comisión, cuando estuvimos 
con el doctor Pérez Manrique le preguntamos si cada caso que se presentara a la Justicia iba a llegar 
hasta la Suprema Corte de Justicia para que se decidiera si era o no constitucional. Nos dijo que este 
iba a ser el proceso para estos primeros casos, y que después todos serían declarados, pero vemos 
que varios juicios han quedado como detenidos por la Suprema Corte de Justicia. Como decía mi 
compañera, hay investigaciones, pero en algún lugar se trancan y por eso vemos que la marcha es tan 
zigzagueante y lenta, por no decir inexistente en muchos casos. 


En cuanto a la formación, el doctor Pérez Manrique nos dijo que se estaba preparando un 
curso para setiembre, pero sabemos que fue bastante lamentable y pobre, pues no analiza ni imparte 
los conocimientos mínimos de Derechos Humanos y de Derecho Penal Internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Independientemente de lo que trate la Comisión en su oportunidad, quiero 
comentar que la versión taquigráfica de esta sesión será enviada a la Suprema Corte de Justicia a 
efectos de que allí se tomen los recaudos necesarios. El resto de las acciones que pueda llevar a cabo 
la Comisión será algo que discutiremos en conjunto con los demás integrantes, luego de hacer un 
brevísimo cuarto intermedio para despedir a las invitadas. 


SEÑORA BENZANO.- Aprovechando esta oportunidad de que la versión taquigráfica sea enviada al 
Suprema Corte, quiero agregar algo. En realidad, nosotras nos sentimos revictimizadas con el cambio 
de juez, debido a lo que explicaban las compañeras. Pero de hecho ganamos con el cambio, porque la 
jueza es sensible al tema, se ha interesado mucho y ha tratado de solucionar aspectos concretos. Es 
claro que se encuentra en ese edificio en el que funcionan 18 Juzgados, varios por piso, y que debe 
ocuparse al mismo tiempo de casos muy especiales -como lo son las violaciones a los Derechos 
Humanos durante el terrorismo de Estado- y de otros que corresponden a la sede judicial. Entonces, 
por un rato toma nota de lo que hace el receptor, pero luego debe atender otros asuntos en el Juzgado. 
Por ese motivo, el trabajo es algo intermitente; de todos modos, quiero aclarar que tiene buena 
voluntad. 


SEÑORA YÁÑEZ.- Antes que nada quiero agradecer que se nos haya recibido. En realidad, no es un 
acto cotidiano que personas ajenas a estos medios nos podamos encontrar, conversando mano a 
mano con algunas caras conocidas y con otras que no lo son o que conocemos solamente a través de 
cuestiones muy mediáticas. Creo que hablo en nombre de todas nosotras si digo que no somos 
insensibles a esta situación. 


Me parece que es positivo que la versión taquigráfica de esta sesión pueda llegar a quienes 
entendemos pueden aportar a la solución de estos problemas. En lo personal soy docente y me siento 
comprometida cuando se habla de los docentes y de la enseñanza. Considero que este es un tema 
que todos conocemos y nadie es ingenuo ni ajeno a una situación que han vivido tanto la Justicia como 
las instituciones públicas de este país a las que, de alguna manera, les atañen las generales de la ley 
en cuanto al proceso de deterioro de distinta índole. En este sentido, creo que el tema de los Derechos 
Humanos está particularmente ubicado en este aspecto de lo complejo y lo difícil. Si de aquí surgiera la 
idea de que debemos apuntar a la Suprema Corte, a los jueces, a los fiscales, a los actuarios o a los 
receptores, creo que no sería justo porque no podemos generalizar la situación, por más que existe 
una situación que es generalizable y que tiene que ver con lo vivido en este país con respecto a la 
impunidad, que todos conocemos. Además, hay particularidades que se van dando en cuanto a los 
momentos en que surgen las denuncias, que fueron muchas a partir del año pasado, y que 
efectivamente sobrepasaron una situación concreta. 


En cuanto al aspecto que refiere a la sensibilidad y al conocimiento, creo que sí, que existe 
mayor conocimiento y que la sociedad toda se debe una dosis de sensibilidad. No quiero decirlo 
exclusivamente por lo que algunos de nosotros en una época, en un contexto y en una ubicación 
concreta tuvimos que vivir, sino que me parece que se trata de temas que hacen a que una sociedad 
se sensibilice un poco de la realidad. Esto es lo que estamos pidiendo también para todos los otros 
temas comunes a la sociedad. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR GALLINAL.- Las señoras que hoy nos visitan en esta Comisión comparecieron ante la 
Subcomisión de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda que cumple con el cometido de 
recibir a distintos grupos de nuestra sociedad con el propósito de escuchar las reclamaciones, las 
demandas y los pedidos que siempre se hacen en esas instancias. 


En esa etapa de la Rendición de Cuentas me sustituyó el señor Senador Morelli y cuando 
hicimos el repaso de lo que había sucedido en esos días fue él quien me pidió especialmente ver de 


qué manera podíamos canalizar un problema de esta naturaleza por el contenido, la gravedad y 
porque, además, el Poder Legislativo tiene esa posibilidad. Nosotros no solamente intervenimos en la 
vida pública legislando, porque también tenemos posibilidades de incidir en otros ámbitos, ya sea 
recibiendo delegaciones, trasmitiéndoles a las autoridades correspondientes las preocupaciones que 
se nos trasladan, etcétera. 


En el trámite parlamentario de la Rendición de Cuentas era imposible aprobar una norma de 
las características de la que las señoras que hoy nos visitan habían solicitado. Eso no quiere decir que 
no sea posible en los próximos tiempos, y me parece que el hecho de formar esta carpeta nos permite 
atacar el tema por las dos puntas que desean que se haga: hacia atrás -ver de qué manera el Poder 
Judicial puede dar una respuesta más efectiva a un planteamiento que seguramente tenga mucho 
tiempo- y hacia adelante, para procurar evitar que se repitan, ya no los hechos de la dictadura, sino 
algunas circunstancias que nos han relatado que se dan en plena democracia, con un Poder Judicial 
plenamente independiente que por distintas razones no da respuesta a una demanda de tan alta 
sensibilidad. 


En primer lugar, si miramos hacia atrás, no creo que exista ley -tengo el derecho de 
manifestarlo- que haya amnistiado delitos de esta naturaleza. Estos delitos no están comprendidos en 
ninguna de las leyes que se aprobaron desde 1985 hasta hoy. Ámbitos de actuación existen, y los 
suficientes. 


En segundo término, si miramos hacia adelante, en cuanto al tema de la violencia doméstica - 
que tantas veces hemos tratado en este recinto- la violencia sexual, la violencia económica y la 
violencia en todas sus manifestaciones, si un empujón se necesita para generar una realidad diferente, 
es el conocimiento público de las situaciones. Se trata de un tema que fue tabú durante mucho tiempo, 
que por diferentes razones se justificaba o explicaba que no se debía hacer público, pero llega un 
momento en que con presencias de estas características o presiones de esta naturaleza se va 
corriendo un velo que facilita que la gente se sienta más libre y en condiciones de expresarse porque, 
como contrapartida, tiene una protección que antes no tenía. 


El hecho de contar con una versión taquigráfica de esta naturaleza y proceder como dice el 
señor Presidente, es decir, trasladar esto a la Suprema Corte de Justicia a los efectos de lo que 
entienda pertinente -que no es otra cosa que poner esto en conocimiento de los Jueces- es algo muy 
importante. Me refiero al hecho de que se sepan realidades fácticas que quizás los señores Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia no conocen. Recién la señora Senadora Constanza Moreira decía que 
ni siquiera ella lo sabe y muchos de nosotros tampoco. Creo que la sede judicial perfectamente puede 
prevenir, solucionar y evitar la circunstancia de que en una sala se encuentren una víctima y un 
victimario, aunque ello ocurra por distintos motivos. 


Simplemente deseo sumarme al reconocimiento por la valentía con la que están peleando un 
tema de estas características, pues es muy difícil ponerse en sus zapatos para saber lo que han 
pasado y lo que están pasando. Uno quisiera creer que se puede actuar de una manera diferente, pero 
no vamos a hacer responsable directamente a la Suprema Corte de Justicia porque todos sabemos las 
dificultades económicas que debe enfrentar para tener un Poder Judicial más eficiente. También es 
verdad que el trabajo que estamos realizando al modificar, por ejemplo, el Código del Proceso 
Penal -amén del Código Penal- va a cambiar mucho todo este tema de las denuncias penales, 
que son objeto de una lentitud en la definición y, por sobre todas las cosas, de una falta de baño de 
realidad de los protagonistas, que es lo que estamos necesitando. Cuando el nuevo Código del 
Proceso Penal entre en vigencia, estas cosas van a cambiar, y mucho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el permiso de los señores Senadores, aspiro a agregar la versión 
taquigráfica de lo que expresaron quienes hoy nos visitan ante la Subcomisión de Audiencias de la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda y el planteo que el señor Senador Gallinal hizo ante 
el Senado en oportunidad de que el Cuerpo derivara este tema a la Comisión de Constitución y 
Legislación. 


Tal como expresáramos anteriormente, vamos a despedir a quienes hoy nos visitan y luego 
durante algunos minutos reflexionaremos sobre este tema. 


(Se retira de Sala el grupo de ex presas políticas) 
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Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


